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Los vínculos entre lo interno y lo externo, en lo
que se refiere al conflicto colombiano, no sólo
derivan de las características actuales del sistema
internacional globalizado, en el que tienden a
borrarse las fronteras entre las relaciones exterio-
res y los procesos internos. Desde hace años, y en
diferentes modalidades, ha habido vínculos entre
actores clave de la política mundial y este conflic-
to. La función desempeñada en este campo por los
organismos multilaterales ha estado relegada a un
segundo plano porque la política exterior, en tér-
minos generales, ha mantenido como prioridad a
las relaciones con Estados Unidos y porque en la
última década se ha intensificado la dependencia
de Colombia hacia dicho país.

Este análisis del papel de los organismos multila-
terales se realiza a partir de cuatro “modelos” de
vínculos entre la política exterior y el conflicto
armado: 

1. Fin de la Guerra Fría: los grupos guerrilleros
pierden aliados.

2. Diplomacia para la paz: el gobierno de Andrés
Pastrana busca apoyo internacional para una
salida negociada.

3. El presidente Álvaro Uribe enmarca el eje de su
gobierno —la seguridad democrática— en la cru-
zada mundial antiterrorista.

4. Participación internacional en el  proceso de
negociación y desmovilización de los grupos
paramilitares.

Fin de la Guerra Fría: los grupos 
guerrilleros pierden aliados

La alianza entre los grupos guerrilleros colombia-
nos, surgidos durante los años sesenta, y los prin-
cipales actores de la Guerra Fría en el mundo
socialista ya fue descrita en un ensayo anterior, de
hace más de quince años.1 Vínculos típicos de la
Guerra Fría, enmarcados en el ajedrez de la lucha
entre las superpotencias. Gobiernos y guerrillas
buscaban una internacionalización de acuerdo a
las alianzas ideológicas, apoyos logísticos, solidari-
dad política y fuentes de financiación. Un escena-
rio relativamente simple, aunque no exento de
matices y altibajos.

Desde el punto de vista de la guerrilla, el derrum-
be del imperio soviético y el fin de la Guerra Fría
significó la pérdida de un gran aliado. Indepen-
dientemente de los niveles de ayuda concreta que
la URSS concediera a los grupos guerrilleros, polí-
ticamente significó la caída del paradigma que
defendían. No menos notable fue el cambio de la
política exterior cubana, que desde mediados de
los años ochenta concedió prioridad, como defen-
sa frente al bloqueo de Estados Unidos, a sus rela-
ciones con los Estados latinoamericanos sobre los
grupos guerrilleros. 

Tanto durante la Guerra Fría como en la transición
posterior a la caída del muro de Berlín, la política
exterior colombiana en materia de organismos
multilaterales no tuvo como prioridad promover
iniciativas para enfrentar el conflicto interno.
Colombia incluso participó en proyectos dirigidos a
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buscar salidas negociadas a conflictos como los de
Centroamérica, mediante su participación en el
Grupo de Contadora durante los años ochenta, o
como parte de los “países amigos” de El Salvador
o Guatemala. Pero ni siquiera durante el proceso
de paz desarrollado durante el gobierno de Belisa-
rio Betancur (1982-1986) diseñó una estrategia
para vincular a la ONU, a la OEA o algún esquema
de multilateralismo informal.

Aunque hubo algunas excepciones temporales,
como la del gobierno Betancur, la prioridad que
se dio a las relaciones con Estados Unidos condu-
jo a que el conflicto se enmarcara como una
expresión de la Guerra Fría, sobre todo entre los
años sesenta (cuando surgieron las FARC y el ELN)
y los ochenta. En las últimas dos décadas, la
agenda de relaciones entre Estados Unidos y
Colombia ha tenido como columna vertebral la
“guerra” contra el narcotráfico, diseñada en tér-
minos generales con una óptica washingtoniana,
es decir, con énfasis en la represión y persecución
de la oferta.

Una política exterior ligada estrechamente a Esta-
dos Unidos y posteriormente enmarcada dentro de
la lucha contra las drogas no dejó espacios para
una “internacionalización” de las políticas que se
ensayaron frente al conflicto armado (de respues-
ta militar o de negociación política). Ni siquiera los
diálogos exitosos que se llevaron a cabo entre 1989
y 1990, y que terminaron con la firma de la paz y
la desmovilización del M-19 (grupo guerrillero sur-
gido en los setenta) y otros menores (el EPL y el
Quintín Lame) tuvieron componentes internaciona-
les significativos. La Internacional Socialista sirvió
de testigo a la entrega de armas, cuando la nego-
ciación había culminado en forma directa entre las
partes.

Diplomacia para la paz: el gobierno
de Andrés Pastrana busca apoyo
internacional para una salida
negociada

El presidente Andrés Pastrana —elegido en una
reñida elección después de que, en las etapas fina-
les de la campaña, las FARC se reunieron con cola-
boradores cercanos del candidato y comunicaron a
la opinión pública su intención de buscar una sali-
da política al conflicto— puso en marcha un ambi-
cioso proceso de paz que tenía como columna ver-
tebral una intensa y activa participación de la
comunidad internacional y que fue anunciado con
toda claridad en el discurso de posesión.2

Esta “internacionalización” del proceso de paz
tuvo como base la construcción de una relación
especial con Estados Unidos y, aunque hizo un pri-
mer intento de vincular a la ONU y a otros países
como “grupo de amigos”, esa óptica bilateral ter-
minó teniendo más peso e importancia que el com-
ponente multilateral.

La administración de Bill Clinton recibió con bene-
plácito la elección de Andrés Pastrana después de
la crisis que se había vivido, en la relación bilate-
ral, durante el gobierno de su antecesor, Ernesto
Samper.3 Su administración percibía a Colombia
como “un país problema” con capacidad de conta-
giar a sus vecinos y exportar la inestabilidad y
como un productor de drogas donde empezaba a
concentrarse el cultivo de hoja de coca y amapola
después de las exitosas reducciones de las áreas
cultivadas en Bolivia y Perú. También crecía, en los
altos círculos del poder en Washington, la preocu-
pación por el deterioro de la democracia colom-
biana y por el crecimiento de los grupos insurgen-
tes. Sobre esta visión, la administración Clinton
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2 “La cooperación internacional en nuestros procesos de paz no debe verse como la incapacidad de construirla solos, sino como una
nueva manera de hacer la paz”. Andrés Pastrana Arango, Un mes en la casa de Nariño, Presidencia de la República, Bogotá, agos-
to de 1998, p. 14.

3 Un completo análisis de las relaciones Colombia-Estados Unidos, en los comienzos de la administración Pastrana y sus anteceden-
tes, se encuentra en Bruce Bagley, “Narcotráfico, violencia política y política exterior de Estados Unidos hacia Colombia en los
noventa”, Colombia Internacional, Edición Especial, Centro de Estudios Internacionales de la Universidad de Los Andes, Bogotá, pp.
5-38. Y en Arlene Tickner, “Tensiones y consecuencias indeseables de la política exterior estadounidense hacia Colombia”, Ibídem,
pp. 39-61.



decidió adoptar una política de apoyo al proceso de
paz, incluso mediante la posibilidad de participar
en el “Plan Marshall” que el candi-
dato Pastrana había planteado en
la campaña electoral como instru-
mento para fomentar la coopera-
ción internacional con Colombia.

El espaldarazo al gobierno Pastra-
na fue contundente mediante
acciones simbólicas de tipo políti-
co y diplomático. Pero a medio
plazo la participación de Estados
Unidos en el proceso de paz se
definió por dos hechos fundamentales: el Plan
Colombia y el asesinato, por parte de las FARC, de
tres antropólogos estadounidenses: Ingrid Washi-
nawatch, Lehe’ena’e Gay y Terence Freitas, el 25
de febrero de 1999.4

El primero de ellos, el Plan Colombia, fue un apor-
te sin antecedentes históricos de Estados Unidos, en
términos de compromiso político y de recursos eco-
nómicos, fundamentado en una concepción integral
para fortalecer la institucionalidad democrática y
apoyar el proceso de paz. Estados Unidos aportaron,
en el primer año (1999), 839 millones de dólares con
un fuerte componente militar y con un alto porcen-
taje en donaciones en especie. Desde entonces se
han mantenido niveles de ayuda del orden de 500
millones de dólares al año.

Paralelamente al aporte de Estados Unidos al Plan
Colombia, este país suspendió sus contactos con las
FARC a raíz del asesinato de los tres indigenistas. La
suspensión de estas relaciones llegó incluso a impe-
dir la presencia de un representante estadouniden-
se —solicitada personalmente por el presidente
Pastrana a su colega George W. Bush— en una
audiencia internacional en el Caguán, en la que el
Secretariado de las FARC y un grupo de delegados
de 26 países intercambiaron opiniones sobre el pro-
ceso, hicieron explícito su apoyo a la negociación y
designaron un grupo de facilitación y seguimiento
integrado por Canadá, México, Cuba, Venezuela,
Suecia, Noruega, Francia y España. 

El Plan Colombia generó diversas reacciones en las
que, poco a poco, fueron creciendo las críticas por

su enfoque militar, un fuerte peso de
la perspectiva estadounidense, falta
de concertación con sectores claves
de la sociedad colombiana, la ausen-
cia de una dimensión social en su
concepción y la carencia de una
perspectiva regional. Fueron muchos
los problemas políticos que se gene-
raron:

1. El Plan Colombia deterioró la con-
fianza de las FARC en las intenciones

de paz del gobierno. Sugirió que había una
alianza entre el gobierno y Estados Unidos para
combatir a la guerrilla.

2. El Plan Colombia generó críticas en el nivel con-
tinental por su falta de concepción general y
por el riesgo de desplazamiento de los proble-
mas colombianos hacia los países vecinos.

3. La concentración de esfuerzos en Colombia sus-
citó inquietudes sobre la efectividad de los pro-
gramas antidrogas cuando no se prevén acciones
en otros países. Mientras exista la demanda, las
medidas contra los cultivos en un lugar produ-
cen un desplazamiento a otros. La experiencia
reciente confirma la validez de esta preocupa-
ción.

4. Diversas ONG expresaron su preocupación por la
vinculación de las Fuerzas Armadas a la lucha
antidrogas. Hasta 1997, toda la ayuda de Esta-
dos Unidos se canalizaba a la Policía Nacional.
Dentro del aporte estadounidense al Plan
Colombia se contempla la creación de tres bata-
llones antinarcóticos en el Ejército Nacional.

Por su parte, la participación de Europa en el pro-
ceso del gobierno de Andrés Pastrana alcanzó nive-
les importantes de perfil y participación.  El punto
de vista inicial fue de espera y prudencia, debido
a diversas razones, entre ellas el distanciamiento
tradicional de Europa frente a una región que no es

EUROPA y COLOMBIA: Diplomacia y Sociedad Civil 7

4 “Jaque a la paz”, Semana, Nº 879, 8-15 de marzo de 1999, pp. 22-26.
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prioritaria y que considera “del área de influencia
de Estados Unidos”. A ello se sumaba una eviden-
te visión crítica frente al Plan Colombia5 y falta de
unidad de criterio entre los países miembros de la
UE sobre el grado de participación deseable y los
criterios aceptables.

Esta actitud cambió.6 En febrero de 2000 el
gobierno colombiano y una delegación de las FARC
visitaron Suecia, Francia, Suiza, España y el Vati-
cano.7 Después de un periodo de escepticismo y
distancia frente a las solicitudes del gobierno
colombiano en el sentido de comprometer la ayu-
da financiera de la Unión Europea o de sus países
miembros al Plan Colombia, finalmente la política
fue expresada con claridad en un comunicado dado
a conocer por la Presidencia francesa de la UE,8 a
raíz de la segunda reunión de la Mesa de Donantes,
realizada en Bogotá. Sus principales característi-
cas son:

1. La UE se separa del Plan Colombia y busca un
esquema propio, tanto en los medios que utiliza
como en las prioridades y concepciones que
adopta.

2. Apoya el proceso de paz y la solución negociada.

3. Solicita una mayor concertación con la sociedad
civil y enfatiza temas como el apoyo al Estado de
derecho, defensa de los derechos humanos y
Derecho Internacional Humanitario (DIH), protec-
ción de la biodiversidad y el medio ambiente, y
promueve la concertación y cooperación regional.

4. Se refiere a su disposición a “cooperar en la ela-
boración de un diagnóstico sobre la demanda de
sustancias psicotrópicas”.

En lo que se refiere a la ONU, el secretario general
designó, por primera vez, un representante espe-
cial para Colombia, Jan Egeland, al que sucedió el
diplomático James Lemoyne. Lemoyne sirvió de
coordinador de los esfuerzos de vinculación de la
comunidad internacional y visitó frecuentemente
el Caguán. Su papel, sin embargo, fue más activo
en los momentos críticos del proceso de paz. Cuan-
do la opinión pública mostraba altos índices de des-
aprobación y rechazo a los diálogos por la falta de
resultados, varios incidentes estuvieron a punto de
romper el proceso. Esto fue lo que ocurrió en
febrero de 2002, en plena campaña electoral. 

El gobierno del presidente Pastrana intentó que la
mediación de la ONU sirviera para evitar el fraca-
so del diálogo. Cuando, un mes antes del rompi-
miento formal, lanzó un ultimátum a las FARC (a
raíz del espectacular secuestro de un senador que
viajaba en un avión), Lemoyne fue llamado por el
gobierno colombiano para tratar de salvar la nego-
ciación. Los esfuerzos fueron notables, los países
antes mencionados se presentaron en la zona a
través de sus embajadores y se anunciaron confu-
sos acuerdos que el propio gobierno del presiden-
te Pastrana no aceptó.

La percepción pública sobre el papel de la ONU
quedó impregnada de los acontecimientos de las
últimas horas del proceso de paz. Es decir, con su
final. Pero el rescate de última hora que intentó el
gobierno, sin instrucciones claras, era poco menos
que imposible. Durante el proceso en sí, nunca fue
evidente la expectativa de Pastrana sobre la fun-
ción que debía desempañar la ONU. Un papel
obviamente secundario frente a los aportes de
Estados Unidos al Plan Colombia, pero cuyo conte-
nido cualitativo nunca fue explícito.
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5 Esta visión crítica se expresó en una declaración del Parlamento Europeo, el 1 de febrero de 2001, aprobada por 474 votos a favor
y uno en contra, en la cual se rechazan, entre otros aspectos, el énfasis en asuntos militares y la falta de concertación en los pro-
gramas.

6 Una muestra muy interesante del creciente grado de participación y conciencia que existe en Europa hacia la situación colombia-
na fue la declaración de un importante grupo de intelectuales en un “Encuentro Internacional Convocado por el Comité Universi-
tario Francés por Colombia”, en París, el 27 y 28 de noviembre de 2000. Entre sus puntos se destaca: un diagnóstico descarnado
sobre el debilitamiento del Estado de derecho, calificado como “una situación intolerable”; el énfasis en la necesidad de recons-
truir perspectivas políticas; el señalamiento y análisis de “los peligros del Plan Colombia”; y el llamado a la creación de un grupo
de seguimiento, realización de una conferencia internacional y creación de un foro permanente sobre Colombia.

7 Algunos países europeos, particularmente Alemania y Suiza, hicieron esfuerzos para poner en marcha un proceso con el ELN. Ver
“El ELN y los alemanes”, Semana, Nº 893, 14-21 de junio, páginas 30-38.

8 Comunicado del embajador Renaud Vignal en nombre de la Unión Europea, 9 de octubre de 2000. 



El presidente Álvaro Uribe enmarca la
seguridad democrática en la cruzada
mundial antiterrorista

Si el presidente Andrés Pastrana concentró la polí-
tica exterior de su administración en la búsqueda
de apoyos para sus esfuerzos de negociación,
mediante la “Diplomacia para la Paz”, Álvaro Uri-
be fijó las prioridades de su agenda externa en
lograr comprensión, apoyo y participación activa
de la comunidad internacional en la estrategia de
“seguridad democrática” para derrotar a la guerri-
lla. Es decir, un proyecto para fortalecer a las
Fuerzas Armadas y aumentar su eficacia en el com-
bate de las guerrillas (especialmente las FARC),
después del fracaso del intento del gobierno de
Pastrana para buscar una salida
política y negociada. Uribe obtuvo
una victoria contundente en las
elecciones de 2002, gracias, en
buena medida, a su crítica a la
manera como su antecesor había
conducido los diálogos con las FARC.

El objetivo principal de la política
exterior de la administración Uribe
ha sido vincular el conflicto armado
colombiano a la cruzada internacio-
nal liderada por la administración
de George W. Bush contra el terro-
rismo. La identificación de los tres
principales grupos armados colom-
bianos como organizaciones terro-
ristas con alcance global por parte del Departa-
mento de Estado, así como la comprobada partici-
pación de las FARC y las Autodefensas Unidas de
Colombia (AUC) en diversas etapas del negocio de
las drogas, facilitó este proceso. 

Un efecto inmediato de la estrategia fue el levan-
tamiento de algunas restricciones para el uso de la
ayuda militar estadounidense en Colombia. El pre-

sidente George W. Bush logró autorización del Con-
greso de su país para que las ayudas antinarcóticos
a Colombia se pudieran utilizar en la lucha contra
el terrorismo. Y obtuvo, además, que el legislativo
mantuviera los niveles de ayuda que se venían
otorgando dentro del Plan Colombia, ahora con la
prioridad de combatir a  guerrilla.

El apego del gobierno colombiano a las políticas
de Estados Unidos evidencia la convicción de que
la ayuda militar estadounidense es un elemento
indispensable en su propia lucha contra el terro-
rismo, uno de los ejes principales de la estrategia
de fortalecimiento del Estado.9 Así, además de la
aplicación estricta de la “guerra contra las dro-
gas”, la administración Uribe se ha alineado con

Washington en su “guerra contra el
terrorismo” a nivel global. Incluso,
el presidente colombiano —en con-
tra de una larga tradición de
Colombia de apoyo al multilatera-
lismo y a los mecanismos de solu-
ción pacífica de controversias— se
sumó (aunque sin enviar tropas) a
la coalición de países que respal-
daron a Estados Unidos en la gue-
rra en Irak.10 Según el presidente
Uribe, “Colombia ha pedido al
mundo apoyo para derrotar al
terrorismo y no puede negarse a
apoyar la derrota del terrorismo
dondequiera que se exprese”. 

Además de ratificar la inclusión de las FARC, el ELN
y las AUC en la lista de organizaciones que el
Departamento de Estado considera terroristas,
algunos líderes de estos grupos han sido solicitados
en extradición para responder en procesos abiertos
por la justicia estadounidense en casos de narco-
tráfico. Éste es el caso de Carlos Castaño (“des-
aparecido” en confusos hechos a finales de abril de
2004) y Salvatore Mancuso, jefes máximos de las
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9 Esta apreciación no es del todo infundada cuando se considera que desde el año 2000 Estados Unidos ha dado una ayuda a Colom-
bia que suma más de 2.300 millones de dólares.  La solicitud de 533 millones para el año fiscal 2004 fue presentada al Congreso en
febrero de 2003.  A su vez, en su solicitud de una adición presupuestal para la guerra en Irak, el presidente Bush ha incluido una
partida de casi 100 millones para la lucha contra el terrorismo en Colombia, que se sumarían a la ayuda ya autorizada para 2003.
Ver:  http://www.ciponline.org/colombia/

10 Colombia es el único país de América del Sur que respaldó a Washington y uno de los solamente siete en América Latina que for-
maron parte de la coalición.
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AUC. En cuanto a las FARC, la justicia estadouni-
dense abrió procesos penales por narcotráfico con-
tra Simón Trinidad (capturado en Ecuador en ene-
ro de 2004 y, hasta ahora, la cabeza de mayor pre-
cio cobrada por la ofensiva lanzada por Uribe),
Jorge Briceño (conocido como “el mono” Jojoy,
jefe militar de las FARC), Henry Castellanos (alias
Romaña, jefe del Frente 16, con presencia en la
región de Sumapaz, cercana a Bogotá) y contra el
“Negro Acacio” (quien opera en el oriente y está
acusado de haber construido lazos con narcotrafi-
cantes del Brasil para exportar
estupefacientes).

Dentro de su visión de buscar un
mayor grado de intervención de la
comunidad internacional en el con-
flicto interno (con el propósito de
fortalecer la capacidad de acción
de la fuerza del Estado)  el presi-
dente Álvaro Uribe ha buscado un
compromiso explícito de la ONU.
Sin embargo, la relación ha sido
confusa, incluso conflictiva y, como
conclusión, la ONU ha quedado
relegada a un nivel secundario. En
buena medida, este resultado negativo se debe a
que los términos, concepciones y medidas que
espera el gobernante colombiano se apartan de los
principios y costumbres bajo los cuales opera el
organismo multilateral. Uribe, sin embargo, man-
tiene su insistencia, con el objetivo de forzar un
esquema sui generis y “a la colombiana” de parti-
cipación de la ONU.

Durante la campaña electoral, Uribe esgrimió la
insólita tesis del envío de cascos azules a Colombia
y en el discurso de celebración de la victoria le
pidió a la ONU buscar contactos con los grupos
guerrilleros con el fin de explorar su disposición a
negociar acuerdos, sobre todo, en materias huma-
nitarias (liberación de secuestrados). Como presi-
dente electo se entrevistó con Kofi Annan y luego
sostuvo dos encuentros más en los primeros tres
meses de su administración. En ellos, el mandata-
rio colombiano insistió en su iniciativa de los cas-
cos azules (incluso hizo variaciones a la propuesta
con el objeto de hacerla más viable: pidió una ver-

sión “a la colombiana” para acompañar procesos
de devolución de poblaciones desplazadas por la
violencia a sus lugares de origen) pero, en una
inusual práctica, la oficina de la ONU en Colombia
publicó una declaración en la cual afirmaba que
“la asistencia humanitaria de la ONU no prevé el
uso de cascos azules”.

Aunque aún no hay acuerdos sobre un método de
trabajo, Annan mantuvo a James Lemoyne como
enviado especial para Colombia. Sin embargo, la

cadena de incidentes ha sido nota-
ble. Dependencias de Naciones Uni-
das que manejan el tema de dere-
chos humanos han sido críticas y
han tenido enfrentamientos públi-
cos con ministros del gabinete de
Uribe. El director en Colombia de la
oficina del Alto Comisionado para
los Derechos Humanos, Michael
Fruhling, cuestionó por ejemplo el
proyecto de estatuto antiterrorista
presentado por la administración
Uribe, lo que generó una polémica
pública con la entonces ministra de
Defensa, Marta Lucía Ramírez.

La impaciencia del presidente colombiano se hizo
explícita en un discurso ante la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en Costa Rica, donde
afirmó que “las Naciones Unidas critican mucho y
resuelven muy poquito; da la impresión de que les
tienen miedo a las descalificaciones que los grupos
violentos de Colombia les hagan”. 

Al terminar los primeros dos años del cuatrienio del
presidente Uribe, la ONU (a pesar de que tiene uno
de sus más grandes y ambiciosos proyectos del
mundo en Colombia) no tiene una función impor-
tante en el tratamiento del conflicto interno.
Actualmente se conserva el énfasis militar hacia las
FARC, se comienzan diálogos con las AUC y se
exploran posibilidades de contactos con el ELN. La
ONU no aparece en ninguno de estos procesos,
mientras la alineación con Estados Unidos alcanza
niveles muy altos, incluso para un país, como
Colombia, que siempre ha tenido a Estados Unidos
como la gran prioridad de las relaciones exteriores.
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Participación internacional en 
el proceso de negociación y
desmovilización de los grupos
paramilitares

El gobierno del presidente Álvaro Uribe puso en
marcha un audaz y complejo proceso de negocia-
ción con las AUC. Estableció una pequeña zona en
el norte del país para explorar condiciones para la
desmovilización de los grupos a cambio de benefi-
cios penales. El proceso no se ha iniciado, pero la
federación de bandas que operan en todo el país
conformó una “Mesa Única” que cobija a cerca de
un 80% de los paramilitares.

El diálogo tiene enormes obstáculos: los paramili-
tares no han enfrentado al Estado (de hecho, aun-
que ilegales, en varios casos han operado en coor-
dinación con el Ejército) por lo cual
es muy difícil aplicarles las normas
que establecen distinciones para
delitos políticos como la rebelión.
Varios de sus jefes principales, ade-
más, están vinculados al narcotráfi-
co (y hasta pedidos en extradición
por Estados Unidos), y entre los
delitos por los que tienen órdenes
de detención de la justicia colom-
biana figuran violaciones a los dere-
chos humanos, masacres indiscrimi-
nadas contra civiles y asesinatos de
importantes líderes de la izquierda.

Estados Unidos ha tenido una activa
participación en el incipiente pro-
ceso. A raíz de la solicitud de
extradición de Carlos Castaño (hoy
desaparecido) y Salvatore Mancuso (cabeza visible
de la negociación), circularon versiones que plan-
teaban la poco factible posibilidad de que estas
personas se sometieran directamente a la justicia
estadounidense. Al final el Departamento de Esta-
do, en comunicado oficial, reconoció la existencia
de contactos que en ningún caso incluían la nego-
ciación de la extradición sino esfuerzos para reite-
rar la política de la Casa Blanca de cumplir las obli-
gaciones legales. La ex embajadora de la casa
Blanca, Anne Patterson, anunció en su momento la

disposición de su gobierno a apoyar, incluso con
financiación, el proceso de diálogo con los grupos
paramilitares.

Sin embargo, la posición del gobierno Bush es ambi-
gua. Mientras expresa su apoyo en términos gene-
rales a la iniciativa, sus representantes (ahora el
embajador en Bogotá, William Woods) reiteran que
los pedidos de extradición no son negociables. Y
esa ha sido, precisamente, la mayor preocupación
que han expresado los jefes paramilitares que
empiezan a salir a la luz pública en vísperas del ini-
cio de la negociación. Consideran que como pres-
tación al desmonte del paramilitarismo el gobierno
debería comprometerse con un esquema de “ni un
día de cárcel”, que implicaría que el presidente
Uribe utilizara su facultad discrecional para negar
sus extradiciones (una eventualidad que afectaría

su estrecho alineamiento con la
Casa Blanca). El gobierno presentó,
a mediados de 2003, un proyecto de
ley que establecería penas alterna-
tivas a la cárcel para quienes parti-
cipen en el proceso de paz (y que,
en la práctica, implicaría su libertad
inmediata, con limitaciones de
movilidad y salida del país y con
obligaciones de presentaciones
periódicas). Sin embargo, el texto
suscitó críticas y reacciones que
obligaron a retirarlo, mientras se
redacta una nueva versión que será
sometida al Congreso a partir del 20
de julio de 2004. 

La ONU no participa en este proce-
so. Ni siquiera ha habido declara-

ciones de apoyo del secretario general o de alguno
de sus representantes. Esto se explica por el hete-
rodoxo esquema adoptado por el gobierno Uribe,
sus cuestionables efectos sobre los derechos
humanos (que el Alto Comisionado para esta mate-
ria ha denunciado) y la escasa experiencia de la
ONU en negociaciones con grupos armados de esta
naturaleza.

El gobierno Uribe ha celebrado como una victoria la
vinculación del organismo multilateral regional, la
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Organización de Estados Americanos (OEA), con el
que firmó un acuerdo de seguimiento al proceso. El
esquema, avalado por el Consejo Permanente des-
pués de un debate arduo y con la inclusión de con-
dicionamientos que incluyen la explicación periódi-
ca por parte del secretario general a dicha instan-
cia, incluye asesoría técnica y seguimiento. La OEA
envió para ello a Sergio Caramagna, un funcionario
que participó en la negociación para la desmovili-
zación de la Contra nicaragüense en los años
ochenta (y que allí formaba parte de un acuerdo
global de paz). Todo indica que, más allá de las for-
malidades, el papel de la OEA será muy activo. Una
especie de secretaría técnica, independientemente
de la denominación diplomática que reciba.

Conclusiones

La política exterior colombiana, en lo que se refie-
re al conflicto interno, tiene una larga tradición de
subordinación a las prioridades y concepciones de
Estados Unidos. No importa que los “modelos” de
relación entre el conflicto y las relaciones interna-
cionales del país haya pasado por momentos tan
distintos como la Guerra Fría, la Diplomacia para
la Paz, la alianza contra el terrorismo o el diálogo
con los grupos paramilitares, Washington ha sido el
principal aliado e interlocutor de Colombia. En las
últimas dos décadas, esta alianza tiene como eje
fundamental el combate a la producción de estu-
pefacientes.

La dimensión multilateral ha sido, como conse-
cuencia, secundaria y menor. En el caso de la ONU,
además de que no ha sido un interlocutor priorita-
rio, la frustración de su papel durante el proceso
de paz de Pastrana la ha relegado a una función
aún más secundaria. Incluso, en el caso del com-
plejo y arriesgado proceso que el gobierno del pre-
sidente Uribe comenzará próximamente con las
AUC, la dimensión multilateral estará a cargo del
organismo regional, la OEA, y no de la ONU.

La marginación de Naciones Unidas, a pesar de la
voluntad política que ha demostrado su secretario
general, se explica por otras razones, que se
suman a la preferencia colombiana por el esquema

unilateralista de la alianza con Estados Unidos.
Fundamentalmente por la política del presidente
Uribe frente al conflicto armado, que tiene las
siguientes dificultades para un papel protagonista
de la ONU:

– La activa participación de la ONU en los momen-
tos clave del proceso de paz de la administración
Pastrana (criticada por Uribe como candidato) la
asocian con el fracasado (e impopular) modelo de
diálogo con las FARC. 

– El énfasis en el tratamiento militar de las guerri-
lla en el gobierno de Álvaro Uribe (sobre todo de
las FARC) contrasta con la experiencia y el espí-
ritu de la Carta de San Francisco, más enfocados
hacia la solución pacífica de los conflictos. 

– El presidente Uribe considera a las FARC como
terroristas (y no como combatientes) y en conse-
cuencia los considera susceptibles de que se les
apliquen las duras medidas adoptadas por el Con-
sejo de Seguridad en la resolución 1.373 (adop-
tada después de los ataques de Al Qaeda contra
Nueva York y Washington), mientras la ONU man-
tiene un enfoque más integral hacia el conflicto
colombiano. Una concepción que concede a los
grupos guerrilleros, concretamente a las FARC,
un carácter político en su origen (aunque la
reciente criminalización la debilite), y de la que
forma parte una preocupación por la crisis huma-
nitaria (el subsecretario Jean Egeland visitó
Colombia en abril de 2003 para resaltar este pun-
to) y por los derechos humanos. 

– El gobierno del presidente Uribe no tiene una
estrategia clara sobre el papel que desearía de la
ONU. Sus peticiones a la comunidad internacional
se limitan a tratar a los grupos guerrilleros
colombianos como terroristas. 

– A la ONU, que tiene en Colombia una de sus más
amplias representaciones en el mundo, le ha fal-
tado foco para las dispersas funciones que des-
empeñan sus oficinas que operan en ámbitos tan
diversos como el desarrollo, la lucha contra la
pobreza, los problemas de la infancia, la droga-
dicción y los derechos humanos.
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– A partir de solicitudes inapropiadas por parte del
gobierno colombiano sobre el papel de la ONU
frente al conflicto, ésta se ha marginado. La OEA
tiene un papel más activo en la negociación con
los grupos paramilitares.

Aunque los beneficios de una estrecha relación
con Estados Unidos (la única potencia del momen-
to, el poder dominante en el continente america-
no) son evidentes (en apoyo político y financie-
ro), esta alianza y la falta de una política multi-
lateral o, mejor, de una dimensión más fuerte del
multilateralismo en la política exterior colombia-
na hacia el conflicto, tiene repercusiones negati-
vas a largo plazo. Algunas de ellas son: 

– Se debilita la capacidad de negociación de Colom-
bia frente a Estados Unidos, sobre todo en algunas
cuestiones en las que no necesariamente hay con-
vergencia de intereses. Concretamente, en la
lucha contra el narcotráfico Colombia debe asumir
la controvertida concepción de Washington, que
pone el énfasis en la lucha contra la oferta. 

– Se marginan, o quedan relegados a un lugar
secundario, importantes actores como Europa y
la ONU que podrían diversificar las relaciones
exteriores de Colombia y equilibrar algunas con-
cepciones en temas como los derechos humanos
(o el narcotráfico). 

– Se generan peligrosas dificultades en las relacio-
nes con los países vecinos, en especial por las pre-
ocupaciones de que el conflicto colombiano se
exporte o se traspase a sus territorios nacionales.
Hay varios ejemplos que demuestran que este
punto podría, incluso, generar tensiones conflicti-
vas con algunos de ellos (en especial, con Vene-
zuela, bajo el gobierno de Hugo Chávez).

– La política actual de la Casa Blanca, en temas
como la guerra de Irak (y eventualmente la libe-
ralización comercial) no es la más popular en
América Latina. Colombia, con su alineamiento a
las visiones de la Casa Blanca en estos y otros
temas, se podría aislar en el contexto regional.

Finalmente, se pueden mencionar algunas ventajas

que podría obtener Colombia con una política exte-
rior más diversificada en relación al conflicto interno:

– Mayor estabilidad. La excesiva dependencia en el
punto de vista de Estados Unidos somete la estra-
tegia a posibles variaciones de énfasis por parte
de los gobiernos de ese país. Actualmente, por
ejemplo, en medio de un proceso electoral muy
reñido, la dinámica política interna podría gene-
rar al nuevo gobierno, sobre todo si es demócra-
ta, un mandato de rectificación de su política
hacia Colombia. La guerra de Irak y el desafío
terrorista ya ha debilitado las intenciones de la
administración Bush de intensificar los lazos de
su país con América Latina.

– Más integralidad. En el largo plazo, la normalización
institucional de Colombia y la profundización de la
democracia requiere estrategias en el campo social
y económico. Otros actores, como la ONU —que tie-
ne agencias presentes en Colombia dedicadas a tra-
bajar aspectos fundamentales de la crisis humanita-
ria, como el desplazamiento forzado— facilitarían la
diversificación de la agenda pública, lo cual es una
necesidad para la construcción de la paz. 

– Fortalecimiento de los derechos humanos. Aun-
que la ONU, a través de la oficina del Alto Comi-
sionado, dirigida por Michael Fruhling, juega una
función positiva en el fomento de la cultura de
derechos humanos y en la conminación para que
las políticas públicas cumplan los parámetros
internacionales en la materia, su impacto sería
mayor si la ONU tuviese un papel más sólido y,
sobre todo, más coordinado con la política de
seguridad democrática del presidente Uribe.

– Más diversidad. Una mayor participación de orga-
nismos multilaterales formales como la ONU, o
de mecanismos informales a través de grupos de
países, equilibraría algunas concepciones en las
que se basa actualmente la cooperación interna-
cional hacia Colombia, en particular la de Esta-
dos Unidos. A su vez, unos principios más amplios
facilitarían la participación de actores muy
importantes como Europa.

Junio de 2004
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El conflicto de Colombia, que ya dura más de cua-
tro décadas, ha sido caracterizado a menudo como
de imposible solución. Durante los últimos veinte
años se han producido varias tentativas para nego-
ciar la paz que finalmente han fracasado. En repe-
tidas ocasiones se ha empleado la fuerza, tanto
legal como ilegal, y a veces se ha logrado limitar
pero no eliminar o poner fin a la oposición arma-
da. Una financiación abundante —generada en el
mercado ilícito del narcotráfico internacional y
por los secuestros, la extorsión y la ayuda militar
extranjera— han hecho que la guerra no sólo sea
posible para las partes sino también lucrativa. Esta
experiencia histórica hace disminuir el optimismo
respecto de las posibilidades de poner fin al con-
flicto.

No obstante, hay motivos para continuar en la bús-
queda de la paz, aunque las perspectivas sean des-
alentadoras. El principal es el hecho de que, des-
de finales de los años noventa, el espacio político
para los actores internacionales se ha ampliado
considerablemente, tras décadas en las que las
partes enfrentadas se mostraban contrarias a la
participación internacional. Esta participación ha
reforzado el debate sobre las estrategias para
lograr la paz, ya que los actores internacionales
han desempeñado un papel importante para
lograrla en otros conflictos duraderos. En este artí-
culo se analiza la participación de estos distintos
actores en Colombia con un objetivo específico:
sugerir cómo podría la Unión Europea (UE) reforzar

su papel para apoyar a la Organización de Naciones
Unidas (ONU) y su enviado especial y contribuir a
lograr un acuerdo negociado y viable.

Papeles y objetivos cambiantes de 
los actores internacionales

El papel de la ONU en el proceso de poner fin al
conflicto violento en Colombia ha sido objeto de
esperanza y de controversia entre los gobiernos
europeos, en Estados Unidos y en Bogotá desde el
año 1999, en el que Kofi Annan nombró por prime-
ra vez un enviado especial para Colombia. El papel
de la UE ha sido objeto de expectativas y debates
similares desde finales de la década de los noven-
ta, al empezar a suministrar ayuda al desarrollo y
ayuda humanitaria a este país. Ambos han evolu-
cionado como contrapunto a EE UU que, desde el
año 1998, ha favorecido o bien una solución mili-
tar o bien el uso de la fuerza como medio para lle-
var a las facciones armadas a la mesa negociado-
ra. Desde el principio, las discusiones entre estos
tres actores externos se centraron, en gran medi-
da, en el debate sobre estrategias centradas en el
uso de la fuerza y aquellas que se enfrentarían a
los importantes problemas humanitarios causados
por la guerra, además de sus connotaciones socia-
les y económicas. 

Al escalar la violencia en Colombia durante los
años noventa, y mientras los europeos expresaban
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cada vez más preocupación, el secretario general
de la ONU, Kofi Annan, decidió nombrar un envia-
do especial —el embajador Jan Egeland— a Colom-
bia en 1999. Esto amplió el papel de la ONU en la
búsqueda de una solución negociada. La ONU ya
había logrado establecer una presencia bastante
visible e importante en el país, con una plantilla
numerosa trabajando en las oficinas de ACNUR,
UNICEF y otras agencias. De hecho, la oficina de
ACNUR en Colombia es la única en el mundo cen-
trada en desplazados internos. Por su parte, la
Comisión de Derechos Humanos de la ONU autori-
zó el establecimiento de una oficina en 1996 en
respuesta a la invitación del gobierno colombiano.

Ante el cambio de rumbo de la violencia y la mayor
constelación de fuerzas que alteraron el escenario
regional y global sobre el que forjar una paz en
Colombia, el sucesor de Egeland, James Lemoyne,
ha pasado de un papel de consultor para los grupos
a ser un facilitador del diálogo y mediador. En
general su estilo de trabajo se ha caracterizado
por realizarse “entre bastidores” y ser poco visi-
ble, pero desde la incorporación de la ONU se
observa un aumento en la participación de los sec-
tores de la sociedad civil en el diálogo nacional,
incluso aunque varios esfuerzos del enviado no
tuvieron resultados.1

Preocupado por las exportaciones ilícitas de narcó-
ticos y por la seguridad geopolítica en un área cer-
cana, EE UU también ha desempeñado un papel
cada vez más importante, mediante la aprobación
del Plan Colombia para incrementar la capacidad
de lucha del gobierno colombiano y, desde el 11 de
septiembre de 2001, trabajando para calificar a
los actores armados en Colombia de “terroristas”.

Washington ha suministrado más personal y, desde
el año 1999, más de 2.000 millones de dólares en
ayuda —de la  que cuatro quintas partes se ha diri-
gido a la policía y las Fuerzas Armadas—, lo que ha
convertido a Colombia en el tercer mayor receptor
de ayuda exterior estadounidense.

Este flujo de financiación y compromiso, sobre
todo contra el “narco-terrorismo” y los “terroris-
tas” en general, está previsto que aumente, según
líderes militares estadounidenses.2 Por otra parte,
el gobierno de Álvaro Uribe lo ha empleado para
ayudar a dar un vuelco a las estrategias de conci-
liación del gobierno anterior, liderado por Andrés
Pastrana. Financiada con fondos masivos de EE UU
en concepto de ayuda, la estrategia de Uribe se ha
dirigido a lograr el reconocimiento de la Comisión
de Derechos Humanos de la ONU de que ha regis-
trado “recortes significativos en los niveles de (...)
crímenes graves contra las personas”, aunque “el
nivel y la frecuencia de tales graves crímenes
siguen siendo extremadamente elevados”.3

Es comprensible que los colombianos se sientan ali-
viados al sentirse más libres para viajar por las
autopistas de su país sin el riesgo de ser secuestra-
dos, pero el conflicto colombiano, después de
varias décadas, sigue adelante con más dinero que
nunca. La guerra es un gran negocio que amenaza
con crecer, a expensas de los ciudadanos colombia-
nos. En ningún aspecto se aprecia esto más clara-
mente que en la crisis de los desplazados internos
(IDP, por sus siglas en inglés) que alcanzan una cifra
cercana a los dos millones, en un país de unos cua-
renta millones de habitantes. Esta realidad sitúa a
Colombia entre los países del mundo con peor
situación de desplazados internos y como la crisis
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humanitaria más grave en el hemisferio occidental.
La estrategia militar de EE UU domina la participa-
ción internacional en Colombia, pero la ONU, la UE
y otros países han desarrollado estrategias comple-
mentarias, que se centran en abordar y rebajar el
coste humano del conflicto. La ayuda europea se
ha centrado, sobre todo, en solucionar los proble-
mas estructurales y económicos de largo plazo que
sustentan los ciclos de violencia en el país.

La distancia entre la visión predominantemente
humanitaria de la UE y el enfoque sobre todo mili-
tar de EE UU se hizo evidente en la
respuesta europea al Plan Colom-
bia, en 2000 y 2001. En el marco de
este Plan, se pidió a los socios euro-
peos de Colombia una inyección
sustancial de ayuda monetaria para
proyectos sociales y económicos
que complementarían los esfuerzos
militares de EE UU y de los gobier-
nos colombianos. Pero la ayuda
europea, aunque elevada, nunca
llegó a los niveles que ambiciona-
ban los arquitectos del Plan Colom-
bia. La reticencia europea a finan-
ciar este plan surgió, en parte, por
las dudas que se generaron dado el
escaso número de socios europeos que había sido
consultado durante su formulación, a pesar de que
trabajaban en ámbitos sociales, económicos y
humanos en Colombia. Además, algunos líderes
europeos expresaron cierta disconformidad con un
papel que parecía otorgar a la ONU y la UE una
labor de “limpieza” tras la destrucción causada
por el uso de la fuerza. La ayuda europea en el año
2001 fue de 321 millones de dólares, bastante infe-
rior a lo que Washington esperaba. Gran parte lle-
gó en forma de préstamos en condiciones muy
favorables, destinados a programas distintos de los
financiados por el Plan Colombia.4

Sin embargo, el interés europeo por desempeñar
un papel más comprometido continuó tras la elec-
ción de Uribe en agosto de 2002. En julio de 2003,
los países europeos y de América Latina, junto con
EE UU, Japón, la UE, la ONU y el Banco Interame-
ricano de Desarrollo se reunieron y acordaron una
declaración que acogía con agrado el compromiso
del presidente Uribe en favor de una paz negocia-
da, a la vez que expresaba su profunda preocupa-
ción por la crisis humanitaria. Tienen previsto reu-
nirse en Bogotá en noviembre de 2004 y han acor-
dado “revisar y cambiar el enfoque de sus progra-

mas de cooperación, con especial
énfasis en contribuir al fortaleci-
miento de las instituciones estata-
les, el alivio de la crisis humanita-
ria, la protección de los derechos
humanos, las actividades medioam-
bientales y el desarrollo de alterna-
tivas a la producción de narcóti-
cos”.5

Desde el 11 de septiembre de 2001
—y ahora reforzado por la experien-
cia española tras los atentados del
11 de marzo de 2004— las cuestio-
nes de seguridad se han situado en
un lugar más destacado en las

agendas de EE UU, la ONU y la UE. Como parte de
las respuestas de la ONU y EE UU a los ataques a
este país, se reorganizó y amplió una lista interna-
cional de personas especialmente designadas (SPD
por sus siglas en inglés). Hasta entonces había fun-
cionado como mecanismo para controlar las activi-
dades del narcotráfico y del blanqueo de dinero
criminal en el ámbito internacional, y se amplió
para incluir a individuos, organizaciones y asocia-
ciones benéficas cuyas acciones o recursos finan-
cieros los vinculaban al terrorismo.6 EE UU presio-
nó a la ONU y a otros gobiernos para que incluye-
ran a las milicias paramilitares colombianas (AUC)
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y a dos grupos guerrilleros —primero las FARC y
luego, tras largas negociaciones, el ELN— en la lis-
ta de organizaciones terroristas. La incorporación
del FARC a la lista europea de organizaciones
terroristas en mayo de 2002, y del ELN en abril de
2004, podría limitar la capacidad de los gobiernos
europeos para influenciar la toma de decisiones en
ambos grupos armados.7

La creciente presencia de la ONU también reforzó
la aparición de un “Grupo de Amigos”, constituido
principalmente por países de América Latina, que
apoyaron activamente las negociaciones de paz
durante los últimos cinco años. Brasil fue el país
más destacado en este sentido y ha seguido ofre-
ciendo sus buenos oficios, a veces en coordinación
con países europeos, como Francia, en respuesta a
problemas humanitarios y a secuestros.8

Teniendo en cuenta este contexto —violencia y gue-
rra de largo plazo; el peso de la estrategia militar
estadounidense, apoyada firmemente por Uribe;
los esfuerzos humanitarios de la ONU y la modesta
financiación de la UE—, ¿qué debería hacer la ONU?
¿Cómo podría ayudarla la UE? Y en medio de todo,
¿cómo se puede negociar y asegurar una paz anhe-
lada hace años por el pueblo colombiano?

Opciones para la acción

De forma general se pueden identificar tres opcio-
nes para que la ONU y la UE hagan frente a la lar-
ga guerra en Colombia. Cada escenario conllevaría
distintos niveles de participación e implicaría una
estrategia distinta de interacción de la ONU y la UE
con los demás actores involucrados en este con-
flicto. Los tres escenarios no son igual de proba-
bles, pero todos merecen ser analizados para
poder ponderar las implicaciones de las decisiones
europeas sobre los intereses europeos.

La primera opción podría llamarse opción “militar”.
Con esta estrategia la ONU y la UE recortarían su

participación, cediendo el liderazgo internacional a
EE UU y al gobierno colombiano en su estrategia de
lograr la derrota militar o un acuerdo negociado
mediante el uso de la fuerza. Esta estrategia haría
retroceder las inversiones realizadas hasta ahora
por Europa y la ONU, dejando la puerta abierta para
reiniciarlas una vez terminada la guerra.

La segunda opción sería la del “statu quo”. Esta
opción mantendría la participación de la ONU y la
UE más o menos como en la actualidad. En este
escenario, la presencia de la ONU en Colombia
supondría un contrapunto humanitario a la estra-
tegia dominante, de enfrentamiento militar,
patrocinada por EE UU. La Unión Europea, entre
tanto, ofrecería apoyo político para la ONU en su
papel humanitario además de un apoyo económico
continuado para las reformas en curso, tanto en lo
institucional como en lo socioeconómico.

Una tercera opción sería un “nuevo liderazgo”.
Esta opción comprendería dos iniciativas que
podrían basarse en el statu quo, aunque lo des-
arrollarían para generar un nuevo impulso para la
paz, más allá de la estrategia militar que propug-
na Estados Unidos. En este escenario, la UE utili-
zaría su poder para incrementar su papel actual,
mediante la generación de un amplio apoyo inter-
nacional para que el enviado especial de la ONU
trabaje, en estrecha colaboración con el gobierno
colombiano, para impulsar un proceso negociado.
La UE incrementaría su apoyo a proyectos sociales,
económicos y humanitarios —tal como desean des-
de hace tiempo EE UU y Colombia— si estos dos
países apoyasen un mandato de la ONU, en la
Asamblea General y en el Consejo de Seguridad,
para que el enviado especial trabaje en favor de
una paz negociada.

Evaluación de las opciones

¿Cómo comparar estas alternativas? ¿Qué valora-
ción se puede ofrecer, teniendo en cuenta que
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cada una aporta sus propias ventajas, responsabi-
lidades y escenarios posibles?

El enfrentamiento militar

La opción militar podría llevar a uno de tres des-
enlaces: una rápida victoria militar del gobierno
colombiano; una escalada constante del enfrenta-
miento seguida por eventuales negociaciones ante
el cansancio de las partes de la guerra a medio pla-
zo, o un estancamiento continuado en el futuro
previsible. 

Al menos a corto plazo, esta opción podría reducir
los desembolsos directos en Colombia por parte de
la UE e incluso de la ONU. Sin embargo, es proba-
ble que a largo plazo los desembolsos volverían a
aumentar, ya que tanto la UE como la ONU se
enfrentarían a fuertes presiones para ayudar en la
reconstrucción y asegurar la sostenibilidad de la
paz lograda a partir de los dos primeros desenlaces.
Estos costes ascenderían como consecuencia del
conflicto militar, al igual que lo harían los costes de
las inversiones en las infraestructuras sociales
necesarias para asegurar la paz. Con cualquiera de
los tres desenlaces, también subirían los costes
derivados del aumento en el número de desplaza-
dos, así como los refugiados hacia países europeos.
Bajo los dos primeros, los intereses empresariales
europeos llegarían algo retrasados a los mercados
de inversiones extranjeras directas en Colombia, al
igual que para el comercio con Colombia.

Políticamente, la UE tendría poco que ganar con
esta opción. Cualquiera de los tres desenlaces pro-
vocaría un incremento en el número de muertes y
mayores umbrales para las medidas de fomento de
la confianza necesarias para cualquier negocia-
ción. Los flujos de refugiados y exiliados pesarían
sobre los gobiernos de la UE y probablemente los
grupos cívicos en la UE y algunos gobiernos ejerce-
rían presión para evitar que se abandone Colombia
en manos de EE UU. Estados Unidos y Colombia
también se mostrarían descontentos con esta
opción, ya que desean que las contribuciones

financieras europeas ayuden a sostener al gobier-
no colombiano. Tanto la UE como la ONU perderí-
an credibilidad e influencia en otros conflictos
alrededor del mundo y se debilitaría su poder para
formular políticas de seguridad que incluyan preo-
cupaciones humanitarias. Además, y dada la larga
persistencia del conflicto colombiano a pesar de
numerosas campañas militares, hay una gran
incertidumbre sobre si esta opción puede conducir
a algo que no sea el tercer desenlace: un estanca-
miento continuado de la guerra. 

Los costes políticos, las incertidumbres estratégi-
cas y las implicaciones económicas de largo plazo
asociadas con la opción militar hacen que ésta sea
una opción no sólo poco probable sino claramente
indeseable.

Punto muerto

Al igual que en la primera opción, existen varios
desenlaces posibles si la UE se decanta por el esce-
nario del statu quo. Continuar con la política de
tener a la UE y la ONU como contrapuntos huma-
nitarios a la estrategia estadounidense de enfren-
tamiento militar podría llevar a uno de tres desen-
laces. En el mejor de los casos, un avance gradual
hacia la desmovilización de los grupos paramilita-
res y después a negociaciones y a la desmoviliza-
ción de las guerrillas. Alternativamente, la desmo-
vilización de los paramilitares podría verse estan-
cada por las disputas internas entre ellos y por
consideraciones sobre la impunidad y la compen-
sación, ya que no forma parte de un acuerdo glo-
bal, y tendría que esperar a unas conversaciones
más amplias, a través del primer escenario. En el
peor de los casos, las guerrillas se mantendrían
replegadas a la espera de que los líderes democrá-
ticos abandonen su cargo mediante el turno de los
mandatos, y la guerra proseguiría.9 Es poco proba-
ble que cualquiera de estos desenlaces lleve a la
paz a corto plazo.

Las ventajas de esta opción radican en que permi-
ten que la UE siga invirtiendo en la infraestructura
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social para la paz sin incrementos significativos en
los desembolsos. Esto puede contribuir a medidas
para generar confianza entre las partes, ya que los
proyectos impulsados por la UE y la ONU demues-
tran que las desigualdades sociales y económicas,
así como la pobreza, son aspectos que es posible
abordar. Esta solución también permitiría estable-
cer algunas bases para la recuperación de posgue-
rra. En todo caso, esos esfuerzos podrían mitigar la
crisis humanitaria de los desplazados y otras
poblaciones vulnerables y afectadas por la guerra,
ayudando a que estos grupos vuelvan a establecer-
se en la sociedad colombiana. 

La desventaja radica en que los desembolsos pro-
bablemente deberían durar bastante tiempo,
mientras sigue adelante el incierto proceso del
enfrentamiento militar. La desaparición en abril
del líder paramilitar, Carlos Castaño, por ejemplo,
junto con los desacuerdos que per-
sisten entre grupos de AUC respecto
a la propuesta de desmovilización,
siguen retrasando y amenazando
estas negociaciones. 

El hecho de que esta opción sea tan
paulatina podría socavar los éxitos
ya logrados hasta la fecha por la UE
y la ONU. Por ejemplo, cuestiones
como determinados planes que darí-
an a los paramilitares desmoviliza-
dos el control sobre las tierras de las
que expulsaron a los agricultores
podrían retrasar la generación de
confianza a través de la impunidad y llevar a una
reforma agraria “inversa”. No es sorprendente,
por tanto, que se haya generado mucha controver-
sia en Colombia respecto de a esos planes.

Políticamente la UE se enfrentará a presiones con-
tinuas de EE UU y de Colombia para que realice
mayores inversiones y para que éstas se canalicen
a través del gobierno colombiano y no de la socie-
dad civil. Tanto la UE como la ONU también se
enfrentarán a presiones para permitir que EE UU y
Colombia sigan con las manos libres en la búsque-
da de victorias militares. En cualquier caso, las
negociaciones de desmovilización con las AUC —a

pesar de todos los problemas— indican que el
gobierno de Uribe es capaz de negociar en favor de
la paz si es animado a hacerlo por otros países y si
existen los recursos necesarios para garantizar la
desmovilización.

Es probable que sea ésta la opción que se imponga,
teniendo en cuenta la situación actual, pero no sería
la solución óptima. Sin un sólido liderazgo interna-
cional y nacional para promocionar estas negocia-
ciones, las aportaciones de la UE y la ONU encami-
nadas hacia una resolución pacífica se verían, con
toda probabilidad, superadas por la visión militar
dominante y prolongadas durante un tiempo inde-
finido.

Creación de un nuevo liderazgo

Con la tercera opción, la UE tiene una oportunidad
de utilizar sus recursos económicos
para lograr apoyo político interna-
cional en favor de un mandato de
la ONU para que el enviado espe-
cial medie en las negociaciones en
busca de una solución pacífica, tal
y como ya hizo la ONU en El Salva-
dor y Guatemala. 

También aquí son posibles varios
desenlaces. El Consejo de Seguri-
dad de la ONU o la Asamblea Gene-
ral podrían no lograr la aprobación
del mandato (por ejemplo, por la
falta de apoyo por parte de EE UU

y Colombia). Este fracaso enviaría una señal nega-
tiva a las partes enfrentadas en Colombia respec-
to del apoyo internacional. Por el contrario, el
mandato podría lograrse pero las partes enfrenta-
das se mantendrían poco dispuestas a negociar y
quedarían a la espera de que la iniciativa se extin-
ga por sí misma. En último lugar, el mandato
podría lograrse y las negociaciones comenzar, lo
que podría llevar a un estancamiento o a avanzar
paulatinamente hacia un acuerdo y una desmovili-
zación.

A la vista de estas posibilidades, un mayor com-
promiso de la UE en materia humanitaria no sólo
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sería un quid pro quo por el apoyo estadounidense
respecto de un mandato de la ONU. También servi-
ría para reducir la probabilidad de que ocurriesen
los primeros desenlaces, por lo que haría más pro-
bables las negociaciones de paz. Este resultado es
probablemente la mayor ventaja de la opción del
“nuevo liderazgo”. Al responder positivamente a
las solicitudes de EE UU y Colombia, una mayor
ayuda de la UE aumentaría la probabilidad de que
estos actores clave apoyen y no bloqueen un man-
dato formal de la ONU para mediar en negociacio-
nes a favor de un acuerdo de paz. Al mismo tiem-
po, las ventajas locales de esas inversiones podrí-
an contribuir a sentar las bases para la generación
de la confianza entre los grupos armados colom-
bianos, al empezar a tomar en consideración los
problemas sociales. También ofrecerían modelos
alternativos para comunidades, en zonas de paz
negociadas localmente, por lo que ayudarían a
reducir la posibilidad de que las guerrillas o para-
militares se nieguen a iniciar o proseguir con las
negociaciones. 

Estas inversiones alterarían los cálculos de los
colombianos en el ámbito local, como aquellos que
se hacen algunos jóvenes desplazados que sopesan
sus opciones actuales, “morir de hambre en casa
frente a la promesa de comidas diarias y de un
salario para aquellos que se unan a las guerrillas o
los paramilitares”.10 Las inversiones también alte-
rarían los cálculos de los líderes, que podrían
empezar a ponderar la posibilidad de seguir
luchando frente a las perspectivas reales de una
desmovilización y reintegración generalizada.

En resumen, la inversión humanitaria europea es
útil como herramienta para aliviar la miseria y
además supone un pago por adelantado respecto a
los costes eventuales de mantener la paz. Un
incremento significativo de esos fondos también se
podría utilizar para generar la voluntad política
necesaria para iniciar y sostener negociaciones de
paz. El estudio de las experiencias de creación de
la paz en El Salvador y Guatemala permite percibir

que la voluntad política de negociar entre todas
las partes fue un componente clave para la media-
ción exitosa que realizó la ONU.11 El estancamien-
to que se vive en Colombia exige que un nuevo
liderazgo de este tipo arranque nuevas oportuni-
dades de resolución.

Los costes de esta opción son reales y significati-
vos. El peso económico directo sobre Europa cre-
cería a corto y medio plazo. Esto podría compen-
sarse a medio plazo por los menores costes asocia-
dos a los exiliados colombianos y, una vez firmados
los acuerdos de paz, por los menores costes que
serían necesarios para asegurarla. 

Existirían también costes políticos sustanciales ya
que sería necesaria una fuerte inversión diplomá-
tica para asegurar el apoyo de EE UU y Colombia
a un mandato de la ONU. Si se logra el mandato y
Europa se compromete cada vez más en el con-
flicto mediante la ayuda humanitaria, pero empe-
ora el conflicto militar, podría enfrentar nuevos
riesgos. Por ejemplo, si los recursos que ofrece a
proyectos alternativos atraen a grupos armados
que desean ocupar o cooptar estos proyectos, la
UE se arriesgaría a una “escalada de la misión”,
en caso de que se viera como necesario tomar
acciones para defenderlos. Peor aún, si el conflic-
to militar empeora, a pesar de las iniciativas
diplomáticas y negociadoras adoptadas con un
mayor compromiso de la UE, esto podría menos-
cabar la imagen de ésta, con el mismo “trazo
grueso” que se aplicó a las partes que preferían el
uso de la fuerza.

Conclusión: el camino hacia la paz en
una época de cambios

Aunque las complejidades y la naturaleza prolon-
gada de la guerra interna en Colombia son sufi-
cientes motivos para el pesimismo, hay giros en
las posiciones y en la comprensión de los cambios
globales entre los actores externos que también
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pueden crear el escenario para el tipo de papel
que desempeñan la ONU y Europa. Existe mayor
interés que en el pasado en apoyar soluciones
negociadas a conflictos y mayor tolerancia para
hacerlo como complemento y alternativa al uso de
la fuerza. El cambio de gobierno en España es
especialmente significativo para Colombia. Es
poco probable que el nuevo gobierno pierda inte-
rés en lograr la paz en este país mientras España
sigue acogiendo a exiliados del conflicto, pero es
posible que cambie su apoyo hacia esfuerzos no
militares.

La evaluación realista de las opciones disponibles
y el hecho de que es inevitable que la comunidad
internacional deba asumir un papel activo en el
sostenimiento de la paz implica que los escenarios
alternativos, como el modelo del nuevo liderazgo,
deben explorarse más a fondo. A pesar de los ries-
gos de asumir un papel de liderazgo en Colombia,
la ONU y la UE se encuentran ante algunas oportu-
nidades para ir más allá del statu quo e iniciar
negociaciones entre las partes enfrentadas.

Mayo de 2004
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